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gica se puedan conocer cuáles son los códigos 
y procesos simbólicos que imperan entre los 
alumnos. Asimismo, Rodríguez7 considera que a 
través de la evaluación basada en el análisis se-
miótico se pueden crear propuestas didácticas 
que permitan el intercambio de signos útiles. 

En la relación pedagógica entre el profesor y 
el alumno no existe una receta exacta. Lo ideal 
es que en los contextos educativos se apueste 
cada vez más por el diálogo, el consenso y la 
comprensión mutua como caminos que deben 
seguirse si se quiere un futuro mejor. Carontini 
y Peraya8 señalan que no es posible apostar hoy 
por la renovación de las relaciones pedagógicas 
sin una transformación del pensar, del sentir y 
del actuar de los maestros en su relación intelec-
tual y vivencial con los estudiantes. Es necesaria 
una visión semiótica de la educación y una re-
novada relación pedagógica que puedan favo-
recer y hacer factibles dichos cambios. Si utiliza-
mos la semiótica es porque consideramos que 
hay situaciones susceptibles de mejora. 
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El proceso judicial electoral de 2012
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En pleno uso de su derecho de acción, la coalición 
Movimiento Progresista, impugnó ante el Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
la elección de presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos.

El recurso promovido por Andrés Manuel López 
Obrador y su equipo jurídico electoral agotó los 
dos actos impugnables a través del juicio de in-
conformidad, según lo establecido en el artículo 
50 de la Ley General del Sistema de Medios de Im-
pugnación Electoral: por un lado, la sumatoria de 
los resultados consignados en las actas de cóm-
puto distrital respectivas; y por otro, la nulidad de 
toda la elección. 

Dentro de los motivos de nulidad alegados por 
el Movimiento Progresista se encuentran las en-
cuestas, en virtud de que fueron consideradas por 
los promoventes, instrumentos de manipulación e 
inducción del voto.

Asimismo, la adquisición de propaganda encu-
bierta, planteando ante el máximo tribunal elec-
toral, el papel que juegan los medios de comuni-
cación en la cobertura de los hechos noticiosos 
en las campañas electorales, generando serios 
dilemas en torno a la imparcialidad, objetividad 
y neutralidad de los medios, denunciando las iz-
quierdas el uso ilegal de esa propaganda disfraza-
da de cobertura noticiosa.

También se denunció el presunto financiamien-
to ilícito de la campaña del candidato del Partido 
Revolucionario Institucional y los supuestos exce-
sos de gastos de campaña como motivos de nuli-
dad de la elección.

Otra de las irregularidades graves imputadas 
por el Movimiento Progresista a la coalición Com-
promiso por México, conformada por el PRI y el 
PVEM, y cuyo candidato fue Enrique Peña Nieto, es 
el de la compra de votos. La parte actora denunció 
la compra de cerca de cinco millones de votos.

De la misma forma  se denunció la intervención 
del gobierno federal y los gobiernos de algunas 
entidades federativas para favorecer al candida-
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lizar los acuerdos existentes firmados con Estados 
Unidos, como la Alianza para la Prosperidad y la 
Seguridad en América del Norte (ASPAN) y la Ini-
ciativa Mérida, primero, para reducir la violencia y 
fortalecer la seguridad y, segundo, para reorientar 
el modelo de desarrollo de las ciudades fronteri-
zas, de la industria maquiladora a la diversificación 
de servicios, como los médicos.9

Finalmente, considero necesario que el gobier-
no mexicano defina qué tipo de relación quiere 
tener con su vecino del norte. Con respecto a la re-
lación bilateral, me parece que ésta debe adquirir 
un carácter más institucional y no que únicamente 
responda a necesidades coyunturales. En este sen-
tido, mediante la formalización de una asociación 
estratégica, se podría instrumentar la realización 
de reuniones presidenciales anuales (acompaña-
das de miembros de alto nivel de los gabinetes de 
relaciones exteriores, seguridad y economía de 
ambos gobiernos, entre otros).10
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to priista, así como actos de 
coacción y presión a los elec-
tores.

 Con base en todas las irre-
gularidades planteadas, la 
pretensión del Movimiento 
Progresista fue la invalidez de 
la elección, al considerar que 
no se cumplieron los princi-
pios constitucionales de cer-
teza, independencia, objetivi-
dad e imparcialidad.

Finalmente, el fallo del Tri-
bunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, rechazó, 
por unanimidad, la impugna-
ción presentada por la izquier-
da mexicana, al considerar 
jurídicamente improcedente 
la pretensión del Movimiento 
Progresista de anular las elec-
ciones y declarar que los agra-
vios contenidos en el juicio 
de inconformidad no fueron 
acreditados ante la Sala Supe-
rior y no había lugar para acor-
dar su petición de nulidad.

Los juzgadores electora-
les desestimaron las miles 
de pruebas allegadas por las 
izquierdas para acreditar la 
compra de millones votos.

En realidad, el fallo no re-
sultó una sorpresa para na-
die. Días antes de conocerse 
la sentencia, el presidente del 
TEPJF, prejuzgando, declaró 
que lo que no se gana en las 
urnas no se puede ganar en 
un proceso judicial. 
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